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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL


ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, diecisiete de junio de dos mil dieciséis
Acta N°_____de  17 de junio de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por JHON EDISON ORTIZ ORTIZ contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉCITO NACIONAL.
ANTECEDENTES

Informa el señor Jhon Edison Ortiz Ortiz que mediante Acta de Junta Médica Laboral No 75222 de diciembre de 2014, le fue dictaminada una disminución de su capacidad laboral del 30.04%, con ocasión a una lesión ocurrida en el servicio por causa y razón del mismo, clasificada como incapacidad permanente parcial sin posibilidad de recuperación.

Precisa que el día 23 de marzo de 2016 ingresó a la Unidad de Cuidados Intensivos, con síntomas de Dengue Tipo C y a su egreso, el día 25 de igual mes y año, le fue diagnosticado “Esplenomegalia y Esteatosis Hepática Grado II”, patologías para cuyo tratamiento fue ordenada la valoración por medicina interna y la práctica de una ecografía de abdomen total, servicios que no han sido autorizados por no existir convenio para realizarlos por parte de Sanidad Militar.

Sostiene también, que para prestarle el servicio de salud le es exigido el carnet de afiliación, toda vez que la autorización por medio de la cual viene siendo atendido tiene cuatro (4) años de expedición y además, que sus hijos menores de edad no cuentan con dicha atención.

Es por todo lo anterior, que acude a este mecanismo de especial protección, con el fin de lograr la protección de sus derechos constitucionales a la dignidad humana, a la vida, a la igualdad, a la seguridad social y a la salud y como consecuencia de ello, pretende que se ordene a la llamada a juicio brindarle el tratamiento integral que sus actuales patologías requieren hasta lograr su recuperación en las condiciones científicas que se requieran.

En ese mismo sentido, solicita que le sea expedido el carnet de servicios médicos del Subsistema de Salud de la Fuerzas Militares para él y para sus hijos menores, Xiomara Ortiz Gómez y Yeison Estiben Ortíz Gómez.

TRAMITE IMPARTIDO

Luego de admitida la acción de tutela en esta Sede, se concedió la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional el término de dos días para que se vincularan a la litis, los cuales transcurrieron en silencio.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Debe la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional prestar el servicio de salud que requiere el señor Jhon Edison Ortiz Ortiz?
Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. EFECTOS DEL SILENCIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA DURANTE EL TRÁMITE DE TUTELA.   
 
Ha sido consistente la jurisprudencia de la Corte Constitucional en sostener que cuando el accionado no atiende los requerimientos efectuados por el juez de tutela, con el fin de que dé respuesta a los hechos expuestos en la demanda, ni justifica tal omisión, debe darse aplicación a la presunción de veracidad consagrada en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 

La Corte Constitucional, en sentencia T – 825 de 2008 señaló en relación con la presunción de veracidad lo siguiente:

 “La presunción de veracidad consagrada en esta norma [Artículo 20 del  Decreto 2591 de 1991] encuentra sustento en la necesidad de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están de por medio derechos fundamentales, y en la obligatoriedad de las providencias judiciales, que no se pueden desatender sin consecuencias, bien que se dirijan a particulares, ya que deban cumplirlas servidores o entidades públicas. Hecha la anterior precisión, la Corte ha establecido que la consagración de esa presunción obedece al desarrollo de los principios de inmediatez y celeridad que rigen la acción de tutela, y se orienta a obtener la eficacia de los derechos constitucionales fundamentales y el cumplimiento de los deberes que la Carta Política ha impuesto a las autoridades estatales (Artículos 2, 6, 121 e inciso segundo del artículo 123 C.P.).
2. COBERTURA DEL SERVICIO DE SALUD DEL SOLDADO RETIRADO.

Frente a la cobertura del servicio de Salud del soldado retirado, el Acuerdo 02 de 2001 del Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares, establece en el artículo 7º lo siguiente:

“DEL PERIODO DE PROTECCION EN SALUD. Una vez finalizada la relación laboral o el aporte correspondiente a la cotización en salud, el afiliado y sus beneficiarios gozarán del Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial hasta por cuatro (4) semanas más, contadas a partir de la fecha de la desafiliación. 
PARÁGRAFO 1.- Cuando el afiliado tenga derecho a tres meses de alta por retiro de la Institución, las cuatro (4) semanas definidas en el artículo anterior se contarán a partir de la terminación de dicho período. 

PARÁGRAFO 2.- Cuando el afiliado sea retirado del servicio y aún no se haya definido su situación médico laboral, continuará recibiendo los servicios de salud específicos para la patología pendiente de resolver, y su duración máxima no podrá sobrepasar los términos establecidos en el artículo 29 del Decreto 1796 de 2000, todo de conformidad con las decisiones de la correspondiente Junta Médico Laboral.”
En este sentido, la Corte Constitucional en sentencia T-773 de 2013, retomando lo expuesto en la Sentencia T-824 de 2002, precisó que aunque inicialmente la cobertura del servicio de salud se torna obligatoria mientras el ciudadano se encuentre incorporado a la actividad militar y policial, en los eventos en los que el retiro se produce con ocasión a una lesión o enfermedad que adquirió por razón del servicio, que de no ser atendida pondría en peligro su salud o integridad personal, la atención en salud debe extenderse aún con posterioridad al desacuartelamiento. 

En esa misma providencia, se recordaron las reglas que debe observarse para establecer la obligación de las Fuerzas Militares de brindar los servicios médicos de salud a las personas que prestan el servicio militar, siendo éstas: 

“(i) Durante todo el tiempo de prestación del servicio militar mientras se encuentre vinculado a las Fuerzas Militares o a la Policía Nacional; 

(ii) Aún después de su desacuartelamiento, cuando se trate de afecciones que sean producto de la prestación del servicio o

 (iii) cuando el padecimiento, siendo anterior a éste, se haya agravado durante su prestación, siempre que se cumplan las dos condiciones anteriormente señaladas, esto es, que la información suministrada al momento de la evaluación médica de ingreso haya sido veraz, clara y completa respecto del estado de salud del conscripto y que la lesión preexistente se hubiere agravado de forma sustancial en razón de las actividades desarrolladas durante la prestación del servicio y debido a las deficiencias de los servicios médicos de la unidad militar en la que se encontraba.”
 –Negrilla fuera de texto-.
3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la falta de respuesta de la entidad accionada permite tener como ciertos los hechos relacionados con el porcentaje de disminución de la capacidad laboral del actor dictaminada por la Junta Médico Laboral, sus  afecciones actuales, la negativa de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional a autorizar los servicios requeridos por falta de convenio con una institución que le pueda brindar la atención requerida y la falta de carnetización para la atención en salud, la cual suple con una autorización expedida hace aproximadamente cuatro años.

No obstante lo anterior, se tiene que de acuerdo con el Acta de Junta Médico Laboral visible a folios 7, 8 y 9 del expediente, el actor se encuentra retirado del servicio activo desde el año 2006 y antes de que se produjera dicha situación administrativa, sufrió lesiones y afecciones por actos del servicio, de acuerdo con informativo administrativo No 8 diligenciado por su Unidad Militar el día 11 de agosto de 2005.

Tal siniestro tuvo como consecuencia la afectación de su hombro derecho, situación médica que continuó siendo atendida por la entidad accionada, dado que en el año 2009 le fue practicada cirugía y con ocasión a una acción de tutela tramitada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, fue ordenada la activación de los servicios de salud, en las áreas de fisiatría y ortopedia –fl 10- cuyos especialistas formularon los conceptos médicos que soportaron el dictamen de la Junta Médica Laboral realizado el 3 de diciembre de 2014.

De acuerdo con lo anterior, conforme lo dispuesto por el Acuerdo 02 de 2001 del Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la obligación de la entidad accionada en relación con la atención médica y asistencial al señor Ortiz Ortiz se circunscribe a la afección sufrida con ocasión de la prestación del servicio militar, esto es la lesión en su hombro derecho, la cual, no sólo recibió tratamiento, sino que ante la imposibilidad de su  recuperación se procedió a dictaminar la disminución de la capacidad laboral del actor, siendo ésta del orden de 30.04%.  
De allí que no resulte extraño el hecho de que no le haya sido expedido carnet que lo acreditará como afiliado activo del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y sólo contara con una autorización de servicios, la cual fue expedida en cumplimiento de la orden de tutela proferida por el Juzgado Primero Civil de Circuito de Pereira, el día 25 de marzo de igual año –fl 10-.  De esa autorización se ha valido el promotor de esta acción para recibir otro tipo de servicios, 8 años después de expedida, contando con la suerte de que entidades como la Corporación Médica, le haya practicado la Ultrasonografía de Abdomen Total, dejando la como observación “SIN CONFIRMACIÓN EN EL SISTEMA”.

En el anterior orden de ideas, mal haría la Sala en ordenar a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional brindar el tratamiento integral que pretende el demandante con relación a las patologías por la que consultó el pasado 23 de marzo del año que corre -“Esplenomegalia y Esteatosis Hepática Grado II”-, por cuanto a ello no está obligada ni legal ni constitucionalmente, máxime cuando las mismas se presentan diez años después del retiro del servicio militar y resultan ajenas a la lesión por la cual continuaba amparado en materia de salud.  
En ese entendido, como quiera que no se advierte la vulneración pregonada por el señor Jhon Edison Ortiz Ortiz, la protección constitucional solicitada será negada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR el amparo constitucional solicitado por el señor JHON EDISON ORTIZ ORTIZ.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.

TERCERO: Si no fuere impugnado el presente fallo, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                         Magistrado                                                            Magistrada 
                                                                               Salva voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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Tratamiento integral: Conforme a los postulados de la Corte Constitucional, 
la integralidad propende porque los usuarios puedan acceder sin mayores 
barreras a los servicios de salud, garantizándoles una vida en condiciones 
dignas y evitándoles presentar diversas acciones de tutela para tratar una 
misma patología.

SALVAMENTO DE VOTO


Con mi acostumbrado respeto, me aparto de la decisión mayoritaria de negar la protección solicitada por el accionante y, a efectos de sustentar mi salvamento, me sirvo transcribir la ratio decidendi del proyecto presentado por la suscrita, que no fuera aprobado por a los Magistrados que conforman esta Sala de Decisión, de la siguiente manera:

 De acuerdo a la historia clínica del señor Jhon Edison Ortíz Ortíz (fl. 11 y s.s.), se encuentra que  está diagnosticado con Esplenomelagia y Esteatosis Hepatica Grado II, motivo por el cual los galenos le han ordenado diversas valoraciones para el tratamiento de la enfermedad que padece, las cuales no ha autorizado Sanidad Risaralda – Ejercito Nacional, por falta de convenios.

       En caso sub-exámine basta decir, que la negativa de Sanidad Ejército Nacional a la prestación de servicio por falta de convenios es una carga que no deben soportar los usuarios puesto que los trámites internos, administrativos o de índole interinstitucional en nada deben afectar la continua prestación del servicio de salud,  máxime cuando la Corte Constitucional ha decantado que cuando se manifiesten  circunstancias de esa índole se vulnera el derecho a la salud, en tal sentido, en  la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:

“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnostico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.


Sumado a lo anterior, debe indicarse que a pesar de que en el dictamen emitido por la Junta Medica Militar, que fuera allegada por el mismo actor, se señala que él fungió como militar hasta el año 2006, lo cierto es que a folio 12 aparece una nota médica emitida por Oncólogos de Occidente en la que se dice que el actor es cotizante, lo que genera dudas acerca del vínculo que lo ata con la entidad demandada que no pueden tomarse en su contra, menos aún cuando la accionada no dio contestación a la demanda y ha continuado prestando el servicio de salud al actor respecto de otras patologías sin ponerle de manifiesto de manera expresa que la atención únicamente se limita a las enfermedades derivadas por el accidente sufrido cuando prestaba su servicio, y que era su obligación vincularse, junto con su núcleo familiar, a una entidad promotora de salud del régimen contributivo a subsidiado –según su capacidad económica-, pues dicha omisión deriva en la situación que actualmente lo aqueja, y que con la decisión de la mayoría lo deja desprovisto de seguridad social en salud en un momento en el que la misma resulta de vital importancia.
       En consecuencia, al encontrarse acreditado el estado de salud del actor, la necesidad del examen y la valoración emitidos por los galenos especialistas para el tratamiento de sus patologías, debieron tutelarse los derechos fundamentales a la salud y la dignidad humana del señor Jhon Edison Ortiz Ortiz, ordenando a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional Risaralda que autorice el examen de Ecografía de Abdomen Total y la valoración por medicina interna, así como toda la prestación del tratamiento integral que garantice el restablecimiento de la salud, sin que sea necesario que cada vez que se prescriba por su médico tratante un servicio de salud, deba acudir al mecanismo constitucional para tener acceso a él. 

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

� Corte Constitucional. Sentencia T-411 de 2006.
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